
ANEXO II. PREGUNTAS DEL TRIBUNAL Y MOTIVACIÖN  

 

1. ¿Cuál de los siguientes principios no está garantizado en la Constitución española 

de 1978? 

 

a) El de publicidad de las normas. 

b) El de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o 

restrictivas de derechos individuales. 

c) El de buena fe. 

d) El de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 

 
 Art. 9.3 de la Constitución. 

 “La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las 

normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos 

individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes 

públicos”. 

 Art. 3.1 de la LRJAP-PAC. 

 “Las Administraciones públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo 

con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con 

sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho. Igualmente, deberán respetar en su actuación 

los principios de buena fe y de confianza legítima”. 

 

2. De los siguientes bienes de las entidades locales, cuáles no son bienes de servicio 

público: 

 

a) Casas Consistoriales. 

b) Puentes. 

c) Museos. 

d) Cementerios. 

 
Art. 3 del Decreto Foral 280/1990, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes 

de las entidades locales de Navarra: 

“1. Son bienes de dominio público los destinados al uso o a los servicios públicos. 

2. Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, parques, aguas de fuentes y 

estanques, puentes y demás obras públicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación 

y policía sean de la competencia de la entidad local. 

Sin perjuicio de la vinculación del suelo a su destino urbanístico desde la aprobación de los Planes, 

la afectación de los inmuebles al uso público se producirá, en todo caso, en el momento de la cesión de 

derecho a la Administración actuante conforme a la legislación urbanística. 

3. Son bienes de servicio público los destinados directamente al cumplimiento de fines públicos 

de responsabilidad de las entidades locales, tales como Casas Consistoriales, y, en general, edificios que 

sean de las mismas, mataderos, mercados, lonjas, museos, montes catalogados, escuelas, cementerios, 

elementos de transporte, piscinas e instalaciones deportivas, y, en general, cualesquiera otros bienes 

directamente destinados a la prestación de servicios públicos o administrativos”. 

 

3. Qué bienes de las entidades locales son inalienables, imprescriptibles e 

inembargables: 

 

a) Todos. 

b) Los bienes comunales. 

c) Los bienes patrimoniales. 

d) Los patrimonios municipales de suelo. 

 
Decreto Foral 280/1990, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las 

entidades locales de Navarra: 



“Artículo 5 

Los bienes comunales tienen la consideración de bienes de dominio público, y les será de 

aplicación lo establecido con carácter general en este Reglamento para los bienes de dicha naturaleza en 

cuanto no esté previsto expresamente para aquella clase de bienes. 

Artículo 6 

Los bienes de dominio público y los comunales, son inalienables, imprescriptibles, inembargables, 

y no están sujetos a tributo alguno. 

Artículo 7 

Son bienes patrimoniales los de titularidad de las entidades locales que no tengan el carácter de 

bienes de dominio público o comunal. 

Artículo 8 

Los patrimonios municipales de suelo se regirán por su normativa específica”. 

 

4. En relación con sus bienes, cuál de las siguientes potestades no tienen atribuida 

las entidades locales de Navarra: 

 

 a) La potestad de investigación. 

 b) La potestad de desahucio administrativo. 

 c) La potestad de deslinde. 

 d) La potestad de expropiación forzosa. 

 
Art. 37 del Decreto Foral 280/1990, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de 

Bienes de las entidades locales de Navarra: 

“1. En relación con sus bienes, y con el alcance que resulta de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, 

de la Administración Local de Navarra , y del presente Reglamento, corresponden a las entidades locales 

de Navarra las siguientes potestades: 

a) La potestad de investigación. 

b) La potestad de deslinde. 

c) La potestad de recuperación de oficio. 

d) La potestad de desahucio administrativo. 

2. Para la defensa de su patrimonio y para asegurar la adecuada utilización del mismo, las 

corporaciones locales también podrán establecer e imponer sanciones de acuerdo con lo previsto en la 

normativa sectorial aplicable”. 

 

5. La desafectación de una parcela de bienes comunales para su venta exige, entre 

otros, el siguiente trámite: 

 

 a) Autorización del Parlamento de Navarra mediante ley foral. 

b) Autorización del Gobierno de Navarra mediante decreto foral. 

c) Autorización del consejero competente en materia de Administración Local 

mediante orden foral. 

d) Publicación en el Boletín Oficial del Estado. 

 
Art. 144 del Decreto Foral 280/1990, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de 

Bienes de las entidades locales de Navarra: 

“La desafectación de pequeñas parcelas de bienes comunales, para su venta o permuta, requerirá: 

a) Acuerdo inicial del Pleno del Ayuntamiento u órgano supremo de gobierno y administración de 

la entidad local, adoptado por mayoría de dos tercios del número legal de sus miembros. 

b) Exposición pública y anuncio en la forma, plazo, y a los efectos mencionados en el apartado b) 

del artículo anterior. 

c) En su caso, resolución de las alegaciones o reclamaciones que se hubiesen formulado y adopción 

de acuerdo definitivo por el órgano a que se refiere el apartado a), y por igual mayoría a la señalada en el 

mismo. 

El acuerdo inicial pasará a ser definitivo si no se hubiesen formulado alegaciones o reclamaciones. 

d) Remisión al Departamento de la Administración de la Comunidad Foral que ejerza la 

competencia en materia de bienes comunales de la documentación acreditativa del cumplimiento de lo 

previsto en los apartados anteriores, y de la justificación a que hace referencia el artículo 146 , así como de 



los documentos precisos para la identificación de la finca, de su valoración técnica, y del pliego de cláusulas 

administrativas que han de regir la enajenación. 

e) Declaración de utilidad pública o social y aprobación por el Gobierno de Navarra, mediante 

Decreto Foral”. 

 

 

6. No están sujetas a la Ley Foral de Contratos Públicos las siguientes entidades: 

 

 a) El Parlamento de Navarra, la Cámara de Comptos y el Defensor del Pueblo de 

Navarra. 

 b) La Universidad Pública de Navarra. 

 c) Los partidos políticos y sindicatos. 

 d) Las sociedades públicas de carácter industrial o mercantil que asuman 

riesgo empresarial. 

 
Art. 4 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos: 

“1. Esta ley foral se aplicará a los contratos públicos celebrados por las siguientes entidades: 

a) El Parlamento de Navarra, la Cámara de Comptos y el Defensor del Pueblo de Navarra. 

b) La Administración de la Comunidad Foral de Navarra y sus Organismos Autónomos. 

c) Las Entidades Locales de Navarra y sus Organismos Autónomos con las particularidades que 

resulten de la legislación foral de Administración Local. 

d) La Universidad Pública de Navarra. 

e) Las entidades públicas empresariales y entidades de derecho público, consorcios, sociedades 

mercantiles y laborales, fundaciones u otros entes, o asociaciones de cualesquiera de ellos, dotados de 

personalidad jurídica, pública o privada, vinculados o dependientes de las entidades mencionadas en los 

apartados anteriores, en los que concurran conjuntamente estos requisitos: 

        1.º Que en su actividad satisfagan, al menos parcialmente, fines de interés público que no tengan 

carácter industrial o mercantil y no asuman riesgo empresarial. 

        2.º Que las Administraciones Públicas financien, directa o indirectamente, más de la mitad de su 

actividad, o bien tengan influencia dominante sobre las mismas a través de mecanismos que controlen su 

gestión, o bien permitan designar a más de la mitad de los miembros de sus órganos de administración, de 

dirección o de vigilancia. 

2. A los efectos de aplicación de esta ley foral se entiende por Administraciones Públicas de 

Navarra las entidades contempladas en las letras a), b), c) y d) del apartado anterior. 

3. Quedan sujetos a esta ley foral las organizaciones sometidas a la Ley Orgánica 8/2007, de 

Financiación de los Partidos Políticos, las organizaciones sindicales reguladas en la Ley Orgánica 11/1985 

de 2 de agosto, de Libertad Sindical, las organizaciones empresariales y las fundaciones y asociaciones 

vinculadas a cualquiera de ellos, cuando concurran los requisitos establecidos en la letra e) del apartado 1 

de este artículo”. 

 

7.  Conforme a la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, la división en lotes de los contratos 

públicos: 

 

 a) Está prohibida en todo caso. 

 b) Está prohibida con carácter general, salvo casos en que se justifique 

motivadamente. 

 c) Es obligatoria con carácter general, salvo casos en que se justifique 

motivadamente. 

 d) No está prevista en la legislación foral. 

 
Art. 41 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos: 

“1. Con carácter general los contratos se dividirán en lotes y alguno de ellos deberá reservarse a la 

participación de las entidades previstas en el artículo 36 de esta ley foral. Cuando el órgano de contratación 

decida no dividir en lotes el objeto del contrato, o decida no calificar como reservado ninguno de los lotes, 

deberá justificarlo. 



2. Cuando se proceda a la división en lotes, las normas procedimentales y de publicidad que deben 

aplicarse en la adjudicación de cada lote o prestación diferenciada se determinarán en función del valor 

acumulado del conjunto, calculado según lo establecido, salvo que se dé alguna de las excepciones 

contempladas en el artículo 7. 

3. En los contratos adjudicados por lotes cada lote constituirá un contrato salvo que se establezca 

otra previsión en el pliego. En los casos en que se presenten ofertas integradoras de más de un lote, éstos 

constituirán un único contrato. 

4. Son motivos válidos a efectos de justificar la no división en lotes del objeto del contrato, entre 

otros, los siguientes: 

a) Que la división pudiera conllevar el riesgo de restringir la competencia. 

A los efectos de aplicar este criterio, el órgano de contratación deberá solicitar informe previo a la 

autoridad de defensa de la competencia correspondiente de la Comunidad Foral para que se pronuncie sobre 

la apreciación de dicha circunstancia. 

b) Que la realización independiente de las diversas prestaciones comprendidas en el objeto del 

contrato pudiera dificultar la correcta ejecución del mismo desde el punto de vista técnico; o que la 

naturaleza del objeto implique la necesidad de coordinar la ejecución de las diferentes prestaciones. 

A los efectos de aplicar este criterio y en el caso de que el poder adjudicador sea una entidad de 

las recogidas en el artículo 4.1 e), deberá solicitar informe previo a la Administración Pública de la que 

dependa. 

5. El pliego podrá establecer las siguientes limitaciones: 

a) El número de lotes para los que una misma persona física o jurídica puede presentar oferta. 

b) El número de lotes que pueden adjudicarse a cada persona licitadora. 

6. Cuando el órgano de contratación considere oportuno introducir alguna de las dos limitaciones 

a que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior, deberá indicarlo expresamente en el pliego. 

Cuando se introduzca la limitación a que se refiere la letra b) del apartado anterior, además deberán 

incluirse los criterios o normas que se aplicarán en el supuesto de que una persona realice la oferta con la 

mejor relación calidad precio para un número de lotes que exceda el máximo indicado. 

7. Cuando el órgano de contratación permita que pueda adjudicarse más de un lote a la misma 

persona, podrá adjudicar combinaciones de lotes, siempre y cuando se cumplan todos y cada uno de los 

requisitos siguientes: 

a) Que esta posibilidad se hubiere establecido en el pliego que rija el contrato. Dicha previsión 

deberá concretar la combinación o combinaciones que se admitirán, en su caso, así como la solvencia y 

capacidad exigida en cada una de ellas. 

b) Que previamente se lleve a cabo una evaluación comparativa para determinar si las ofertas 

presentadas por una persona concreta para una combinación particular de lotes cumpliría mejor, en 

conjunto, los criterios de adjudicación establecidos en el pliego con respecto a dichos lotes, que las ofertas 

presentadas para los lotes separados de que se trate, considerados aisladamente”. 

 

 

 

8. Conforme a la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, los contratos públicos: 

 

 a) No pueden ser prorrogados. 

 b) Pueden prever una sola prórroga. 

 c) Pueden prever una o varias prórrogas. 

 d) Pueden prever una o varias prórrogas, salvo los de concesión. 

 
Art. 45 de la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos: 

“1. La duración de los contratos públicos deberá establecerse teniendo en cuenta la naturaleza de 

las prestaciones, las características de su financiación y la necesidad de someter periódicamente a 

concurrencia la realización de las mismas. 

El contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características permanezcan 

inalterables durante el período de duración de éstas y que la concurrencia para su adjudicación haya sido 

realizada teniendo en cuenta la duración máxima del contrato, incluidos los períodos de prórroga. 

La prórroga se acordará de forma expresa, previo acuerdo de ambas partes. 

2. La duración máxima de los contratos de suministros y servicios será de cinco años incluidas 

todas sus prórrogas, salvo que por circunstancias excepcionales que deberán justificarse expresamente, 

relativas al objeto de la prestación, fuese necesario un plazo mayor. 



La duración de un acuerdo marco o de un sistema dinámico de compra no podrá superar los cuatro 

años, salvo casos excepcionales debidamente justificados en la documentación del contrato. 

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando los contratos de servicios sean 

complementarios de otros de obras o de suministros podrán tener un plazo superior de vigencia que no 

excederá del plazo de duración o de liquidación del contrato principal. 

A estos efectos, se considerarán trabajos complementarios aquellos cuyo objeto se considere 

necesario para la correcta realización de la prestación o prestaciones objeto del contrato principal. 

4. En los contratos de asistencia jurídica y de defensa judicial no regirá el límite establecido en el 

apartado 2 de este artículo, pudiendo tener el contrato la duración que exija la terminación definitiva de los 

procedimientos administrativos o judiciales de que se trate. 

5. El plazo máximo de duración de las concesiones de obras públicas será de treinta años salvo 

que por circunstancias excepcionales fuese necesario un plazo mayor. 

6. Para las concesiones con plazo superior a cinco años, la duración no podrá exceder el tiempo 

que se calcule razonable para que el concesionario amortice las inversiones realizadas junto con un 

rendimiento sobre el capital invertido, teniendo en cuenta todas las inversiones necesarias para alcanzar los 

objetivos contractuales específicos. Las inversiones que se tengan en cuenta a efectos del cálculo incluirán 

tanto las iniciales como las realizadas durante la vida de la concesión. 

Los contratos de concesión no podrán ser prorrogados”. 

 

9. Conforme a la Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, la licitación de un contrato público 

por una entidad local de Navarra ha de publicarse en: 

 

 a) El Boletín Oficial de Navarra. 

 b) El Portal de Contratación de Navarra. 

 c) El Boletín Oficial de Navarra, en todo caso, y el Diario Oficial de la Unión 

Europea si se superan los umbrales comunitarios. 

 b) El Portal de Contratación de Navarra, en todo caso, y el Diario Oficial de 

la Unión Europea si se superan los umbrales comunitarios. 

 
Ley Foral 2/2018, de 13 de abril, de Contratos Públicos: 

“Artículo 88 Portal de Contratación de Navarra  

1. El Portal de Contratación de Navarra, portal de Internet bajo la dependencia de la Junta de 

Contratación Pública de Navarra, es el medio oficial para la publicidad de las licitaciones de las entidades 

sometidas a esta Ley Foral”. 

 “Artículo 89 Publicidad en contratos de valor estimado igual o superior al umbral europeo 

1. Deberá procederse a la publicación de un anuncio en el «Diario Oficial de la Unión Europea», 

conforme al procedimiento y modelos oficiales establecidos por la Unión Europea, para la celebración de 

un contrato, de un acuerdo marco o de un sistema dinámico de compra, cuando su valor estimado, sea igual 

o superior a los siguientes umbrales: 

a) 221.000 euros respecto de los contratos de suministros, servicios y concesiones de servicios 

excepto los señalados en la letra c) de este apartado. 

b) 5.548.000 euros, respecto de los contratos de obras y de concesión de obras públicas. 

c) 750.000 euros respecto de los contratos de servicios sociales a que se refiere el artículo 37 de 

esta ley foral”. 

 

 

10- El enjuiciamiento de la responsabilidad contable de los Alcaldes corresponderá 

a: 

 

a) La Cámara de Comptos previo informe del Pleno del Parlamento de Navarra. 

b) La Cámara de Comptos previo informe del Gobierno de Navarra. 

c) El Tribunal de Cuentas. 

d) El Tribunal de Cuentas previo informe del Gobierno de Navarra y acuerdo 

favorable del Parlamento de Navarra. 

 

(artículo 18.bis.4) 



Artículo 18 bis  

1. En virtud de su régimen foral, la Cámara de Comptos es el órgano fiscalizador externo de la 
gestión económica y financiera del sector público de la Comunidad Foral de Navarra, de los entes 
locales y del resto del sector público de Navarra. 

2. La Cámara de Comptos depende orgánicamente del Parlamento de Navarra y ejerce sus 
funciones de acuerdo con su Ley Foral reguladora. 

Previamente al conocimiento y aprobación por el Parlamento de las Cuentas de la Comunidad 
Foral y del sector público dependiente de la misma, la Cámara de Comptos efectuará su examen 
y censura emitiendo dictamen para el Parlamento de Navarra. 

Igualmente informará sobre las Cuentas y la gestión económica de las Corporaciones Locales de 
Navarra y del sector público dependiente de las mismas conforme a lo establecido en su Ley 
Foral reguladora y en la Ley Foral sobre Administración Local. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, la Cámara de Comptos remitirá sus 
actuaciones al Tribunal de Cuentas. El dictamen del Tribunal de Cuentas será enviado con su 
respectivo expediente al Parlamento de Navarra para que éste, en su caso, adopte las medidas 
que procedan. 

4. Corresponderá al Tribunal de Cuentas el enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que 
pudieran incurrir quienes en Navarra tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos 
y, por acción u omisión contraria a la ley, originen menoscabo de los mismos. 

Si, en el ejercicio de su función fiscalizadora, la Cámara de Comptos advirtiera la existencia de 
indicios de responsabilidad contable dará traslado de las correspondientes actuaciones al 
Tribunal de Cuentas. 

 

 

11- Los miembros de las Corporaciones Locales quedarán suspendidos en sus 

derechos, prerrogativas y deberes: 

 

a) Por pérdida de la nacionalidad española. 

b) Por incompatibilidad, en los supuestos y condiciones establecidos en la 

legislación electoral. 

c) Por renuncia, que deberá hacerse efectiva por escrito ante el Pleno de la 

Corporación. 

d) Cuando una resolución judicial firme condenatoria lo comporte. 

 

(art. 8) 

Artículo 8 

Quien ostente la condición de miembro de una Corporación quedará, no obstante, 

suspendido en sus derechos, prerrogativas y deberes cuando una resolución judicial 

firme condenatoria lo comporte. 

 

 

12- Las ausencias de los miembros de las entidades locales fuera del término 

municipal deberán ser puestas en conocimiento de los respectivos Presidentes por 

escrito: 

 

a) Las que excedan de ocho días. 
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b) Las que excedan de cinco días e impliquen salida del  territorio español. 

c) Las que excedan de siete días y no sean por motivos laborales. 

d) Las que excedan de once días, excluidos festivos. 

 

(art. 12.2) 

Artículo 12 

1. Los miembros de las Corporaciones Locales tienen el derecho y el deber de asistir, 

con voz y voto, a las sesiones del Pleno y a las de aquellos otros órganos colegiados de 

que formen parte, salvo justa causa que se lo impida, que deberán comunicar con la 

antelación necesaria al Presidente de la Corporación. 

2. Las ausencias de los miembros de las entidades locales fuera del término municipal 

que excedan de ocho días deberán ser puestas en conocimiento de los respectivos 

Presidentes, haciéndolo por escrito, bien personalmente o a través del portavoz del 

grupo político, concretándose, en todo caso, la duración previsible de las mismas. 

 

 

13- Son sesiones extraordinarias urgentes del Pleno del Ayuntamiento: 

 

a) Las que convoque el Alcalde con tal carácter, por iniciativa propia o a solicitud 

de la cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la Corporación. 

b) Las convocadas por el Alcalde dentro de los treinta días siguientes al de la 

sesión constitutiva de la Corporación. 

c) Las convocadas sin fijar el orden del día de la sesión. 

d) Las convocadas por el Alcalde cuando la urgencia del asunto a tratar no 

permite convocar la sesión extraordinaria con la antelación mínima de dos 

días hábiles exigida por la Ley. 

 

(art. 79) 

Artículo 79 

Son sesiones extraordinarias urgentes las convocadas por el Alcalde o Presidente 

cuando la urgencia del asunto a tratar no permite convocar la sesión extraordinaria 

con la antelación mínima de dos días hábiles exigida por la Ley 7/1985, de 2 de abril. 

En este caso debe incluirse como primer punto del orden del día el pronunciamiento 

del pleno sobre la urgencia. Si ésta no resulta apreciada por el Pleno, se levantará acto 

seguido la sesión. 

 

 

14- El acta, una vez aprobada por el Pleno, se transcribirá en el Libro de Actas, 

autorizándola con las firmas de: 

 

a) Alcalde o Secretario. 

b) Alcalde y Secretario. 

c) Únicamente del Secretario. 

d) Obligatoriamente del Secretario y opcionalmente del Alcalde. 
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(art. 110.2) 

Artículo 110 

1. Será aplicable a la redacción de las actas lo dispuesto en el artículo 86.1, en cuanto 

a la utilización de las lenguas. 

2. El acta, una vez aprobada por el Pleno, se transcribirá en el Libro de Actas, 

autorizándola con las firmas del Alcalde o Presidente y del Secretario. 

 

 

15- Cuál de estas afirmaciones es incorrecta: 

 

a) Los ayuntamientos de núcleos de población superiores a 500 habitantes 

podrán ser excluidos de la obligación legal de definir como sistemas 

generales reservas para espacios libres públicos. 

b) El Plan General Municipal deberá definir la red de dotaciones públicas de cada 

municipio, conformada por parques, jardines, zonas verdes, zonas deportivas y 

de recreo y expansión pública, equipamientos y dotaciones comunitarias 

adecuadamente distribuidas en el conjunto de los sectores urbanos y 

urbanizables del municipio, de modo que se garantice el máximo equilibrio de 

servicio y de complementariedad. 

c) En todos los sectores que incluyan suelo urbanizable de uso residencial, con el 

carácter de dotaciones locales y, por tanto, con independencia de los elementos 

de sistema general que se sitúen en su interior, se deberán definir las reservas de 

terrenos para dotaciones públicas. 

d) En polígonos industriales o de servicios, al menos el 10 por 100 del total del 

sector se destinará a grandes zonas verdes. 

 

(art. 55.3) 
Artículo 55. Determinaciones sobre espacios dotacionales y de servicios. 

1. El instrumento de planeamiento correspondiente definirá, con carácter general y de mínimos, los 
espacios que han de destinarse a equipamientos comunitarios, parques, jardines y espacios 
públicos singulares, así como a instalaciones para la depuración de aguas urbanas, y el resto de 
infraestructuras necesarias para garantizar los adecuados servicios del conjunto de la población. 

2. Respecto a cada categoría y tipo de equipamiento e infraestructura, el planeamiento calculará las 
reservas necesarias para el total de población según la capacidad máxima de la ordenación, 
diferenciando según el nivel jerárquico o de servicio de cada elemento y considerándolos 
articulados en la correspondiente red de servicios públicos. Dicha distinción se concretará en la 
calificación diferenciada según se trate de sistemas generales o de aquellos otros cuyo nivel de 
servicio sea local. 

3. El Plan General Municipal deberá definir la red de dotaciones públicas de cada municipio, 
conformada por parques, jardines, zonas verdes, zonas deportivas y de recreo y expansión 
pública, equipamientos y dotaciones comunitarias adecuadamente distribuidas en el conjunto de 
los sectores urbanos y urbanizables del municipio, de modo que se garantice el máximo equilibrio 
de servicio y de complementariedad. Los terrenos que integren esta red de dotaciones públicas 
deberán ser de dominio y uso públicos, sin perjuicio de las fórmulas concertadas que se fijen con 
los particulares para su mantenimiento y conservación. Los módulos sobre este tipo de 
dotaciones serán los siguientes: 

a) Con carácter de sistema general deberán definirse reservas para espacios libres públicos con 
una superficie conjunta útil no inferior a 5 metros cuadrados por habitante o de 15 metros 
cuadrados por cada 100 metros cuadrados construidos de uso residencial, referido a la 



capacidad total máxima de los suelos urbanos y urbanizables. Podrán quedar exceptuados de 
esta obligación los núcleos de población inferiores a 500 habitantes, a criterio del 
Departamento competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo. 

b) En todos los sectores que incluyan suelo urbanizable de uso residencial, con el carácter de 
dotaciones locales y, por tanto, con independencia de los elementos de sistema general que 
se sitúen en su interior, se deberán definir las reservas de terrenos para dotaciones públicas, 
que tendrán una superficie no inferior a 50 metros cuadrados por cada 115 metros cuadrados 
construidos de uso residencial. La superficie de dicha reserva destinada específicamente a 
zonas verdes y espacios libres no será en ningún caso inferior a 20 metros cuadrados por cada 
100 metros cuadrados construidos ni al 10 por 100 de la superficie total del sector, sin computar 
en dicha superficie los sistemas generales incluidos en el mismo. Estas cesiones podrán 
reducirse motivadamente en los núcleos de población inferiores a 500 habitantes. Las 
ampliaciones de suelo que puedan producirse tras la aprobación del Plan General Municipal 
deberán mantener esta proporción mínima de reservas. 

c) En polígonos industriales o de servicios, al menos el 10 por 100 del total del sector se destinará 
a grandes zonas verdes, cuya ubicación será coherente con el conjunto de la ordenación, 
evitándose su acumulación en zonas residuales y marginales. 

El planeamiento que establezca la ordenación pormenorizada fijará justificadamente la superficie 
que se destine a equipamiento polivalente en suelo urbanizable y/o urbano no consolidado de 
uso industrial o de servicios. 

 

 

16- Los particulares podrán presentar propuestas de modificaciones de los Planes 

Generales Municipales: 

 

a) Solo de las determinaciones pormenorizadas y nunca de las estructurantes. 

b) De las determinaciones estructurantes y pormenorizadas. 

c) De las determinaciones estructurantes y solo de las pormenorizadas que no 

impliquen cambio de uso. 

d) De las pormenorizadas y de las estructurantes que no supongan cambios de 

sistemas generales viarios. 

 

(art. 78.1) 
Artículo 78. Modificaciones de los Planes Generales Municipales, promovidas por la iniciativa 
particular. 

1. Los particulares podrán presentar propuestas de modificaciones de las determinaciones 
estructurantes y pormenorizadas de los Planes Generales Municipales, cuya tramitación se 
ajustará a lo dispuesto en el artículo anterior. 

2. Se entenderán desestimadas las solicitudes de tramitación y aprobación de modificaciones de las 
determinaciones estructurantes promovidas por la iniciativa particular, cuando, transcurrido el 
plazo de tres meses desde el ingreso del expediente completo en el registro, no haya recaído 
resolución expresa. En este caso, el promotor podrá solicitar la subrogación del Departamento 
competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo para su tramitación y resolución 
expresa. 

 

 

 

 

 

17- Requisitos para autorizar una vivienda unifamiliar en suelo no urbanizable de 

preservación: 



 

a) Debe ser vivienda habitual y permanente del titular, estar previsto expresamente 

en el planeamiento municipal, ser destinada exclusivamente a actividades o usos 

agrarios y contar la parcela con una superficie minima de 5.000 metros 

cuadrados. 

b) Debe ser vivienda habitual y permanente del titular y contar con una superficie 

mínima de parcela de 7.000 metros cuadrados. 

c) Debe ser vivienda habitual, no es necesario que esté previsto expresamente en el 

planeamiento municipal pero debe contar con un mínimo de 15.000 metros 

cuadrados de parcela. 

d) Debe ser vivienda habitual y permanente del titular, estar previsto 

expresamente en el planeamiento municipal, contar la parcela con una 

superficie mínima de 10.000 metros cuadrados y deberá utilizarse, en el 

porcentaje que se fije reglamentariamente o por el planeamiento municipal, 

que no será inferior al 50 por 100, para actividades o usos agrarios, 

pecuarios o forestales no constructivos. 

 

(art. 115) 
Artículo 115. Vivienda unifamiliar en suelo no urbanizable de preservación. 

1. Se podrán autorizar viviendas en suelo no urbanizable de preservación cuando se trate de 
viviendas unifamiliares aisladas, destinadas a residencia habitual y permanente de su titular, en 
las condiciones y áreas geográficas que se determinen reglamentariamente o por los 
instrumentos de ordenación territorial. 

Estos suelos no podrán estar afectados por la categoría de protección definida en el artículo 92 de 
esta ley foral. 

Para poder autorizar este uso deberá además estar expresamente previsto en el planeamiento 
municipal, que podrá desarrollar y concretar en su ámbito territorial las condiciones y áreas a las 
que se refiere el párrafo anterior. 

2. La superficie mínima de la parcela para construir viviendas aisladas en suelo no urbanizable no 
será inferior a 10.000 metros cuadrados y deberá utilizarse, en el porcentaje que se fije 
reglamentariamente o por el planeamiento municipal, que no será inferior al 50 por 100, para 
actividades o usos agrarios, pecuarios o forestales no constructivos. 

La superficie mínima de la parcela podrá ser incrementada por los planes y normas municipales. 

La parcela no podrá ser objeto de ningún acto de segregación o división y deberá quedar afectada 
con inscripción registral la vinculación de su superficie total a la construcción, expresando las 
concretas limitaciones a su divisibilidad y edificabilidad impuestas por la autorización de la 
vivienda. 

3. No podrán autorizarse nuevas viviendas en parcelas donde existan edificaciones con uso 
residencial. No obstante, una edificación con uso residencial podrá englobar dos unidades de 
vivienda por parcela cuando entre sus titulares exista una relación de parentesco hasta el tercer 
grado de consanguinidad o afinidad. 

4. Estas actuaciones estarán sujetas al deber de cesión de aprovechamiento correspondiente al 10 
por 100 del incremento del valor de los terrenos afectados, una vez concedida la autorización y 
previamente al inicio de cualquier actuación. 

5. Las dotaciones de servicios y el acceso a las viviendas deberán ser resueltas por los propietarios 
de forma autónoma e individualizada a partir de la acometida de las infraestructuras existentes, 
sin alterar los valores que han motivado la protección o preservación del suelo no urbanizable y 
respetando las normas de protección de dicho suelo. 



Las obras correspondientes a las dotaciones de servicios y a elementos complementarios tales 
como desmontes, taludes y vallados deberán tramitarse junto a las de la vivienda. 

6. No podrán promover nueva vivienda aquellos titulares ni miembros de su unidad familiar que en 
los cinco años anteriores hayan obtenido autorización para la construcción de una vivienda en 
suelo no urbanizable. 

 

 

18- Los proyectos de obras locales ordinarias que promuevan las administraciones 

municipales: 

 

a) Se aprobarán de conformidad con la legislación sobre régimen local y no 

necesitan licencia urbanística previa a su ejecución material. 

b) Se aprobarán de conformidad con la legislación urbanística y requerirán licencia 

otorgada por el Departamento con competencias en materia territorial y 

urbanística de la Administración de la Comunidad Foral. 

c) Se aprobarán de conformidad con la legislación urbanística pero no necesitarán 

licencia urbanística aunque deberán contar con la autorización expresa del 

Gobierno de Navarra. 

d) Se aprobarán de conformidad con la legislación sobre régimen local y 

necesitarán licencia urbanística previa o posterior a su ejecución material. 

 

(art. 191) 
Artículo 191. Obras ordinarias promovidas por la Administración municipal. 

Los proyectos de obras locales ordinarias que promuevan las administraciones municipales y los 
organismos autónomos, las sociedades y otros entes que dependen de ellas se tramitarán y se 
aprobarán de conformidad con la legislación sobre régimen local. Mediante la aprobación de estos 
proyectos, el órgano competente controla la adecuación de las obras proyectadas a las 
determinaciones del ordenamiento jurídico urbanístico y no necesitan licencia urbanística previa 
a su ejecución material. 

 

 

19- La información pública de las entidades locales en materia medioambiental y 

urbanística deberá permanecer publicada: 

 

a) Mientras permanezca su vigencia y, al menos, diez años después de que cese 

la misma. 

b) Al menos cinco años desde que se aprueben los textos normativos que la 

regulen. 

c) Únicamente los cinco primeros años. 

d) Los cinco primeros años y optativamente por otros cinco si así lo acuerda el 

Pleno del Ayuntamiento. 

 

(art. 11.2.e) 
Artículo 11. Obligaciones de transparencia. 

1. Para el cumplimiento de la obligación de transparencia y en los términos previstos en esta ley 
foral, los sujetos mencionados en el artículo 2 deben: 

a) Elaborar, mantener actualizada, al menos con una periodicidad trimestral, y difundir de forma 
permanente, veraz y objetiva, a través de sus respectivas sedes electrónicas o páginas web, 



la información cuya divulgación garantice la transparencia de su actividad y, como mínimo, la 
incluida en el capítulo III de este título. 

b) Elaborar y difundir, con una periodicidad trimestral, un inventario de la información pública 
referida en la letra a) de este apartado con indicación de dónde puede encontrarse dicha 
información. 

c) Desarrollar sistemas y políticas de gestión de la información pública que garanticen su 
fiabilidad, actualización permanente, integridad y autenticidad. 

d) Adoptar las medidas de gestión de la información pública que hagan fácil su localización y 
divulgación y fomenten la accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad, el control de la 
veracidad y la reutilización de la información publicada. 

e) Publicar la información de una manera clara, estructurada y entendible. 

f) Publicar y difundir las condiciones del derecho de acceso a la información pública, el 
procedimiento para su ejercicio, el plazo y el órgano competente para resolver. 

g) Difundir los derechos que reconoce este título a las personas, asesorar a las mismas para su 
correcto ejercicio y asistirlas en la búsqueda de información. 

h) Facilitar la información solicitada en los plazos, en la forma y en el formato elegido de acuerdo 
con lo establecido en este título. 

En el ámbito de las entidades locales, la periodicidad de la actualización vendrá determinada en 
sus disposiciones específicas. 

2. La información pública deberá permanecer publicada durante los siguientes plazos: 

a) La información que describa situaciones de hecho se mantendrá publicada, al menos, mientras 
estas subsistan. 

b) La información sobre normas, al menos, mientras estas mantengan su vigencia. 

c) La información sobre contratos, convenios y subvenciones, mientras persistan las obligaciones 
derivadas de los mismos y, al menos, diez años después de que estas cesen. 

d) La información económica al menos durante diez años a contar desde el momento en el que 
fue generada. 

e) La información en materia medioambiental y urbanística, mientras permanezca su vigencia y, 
al menos, diez años después de que cese la misma. 

3. La información que la Administración de la Comunidad Foral de Navarra deba someter a 
exposición pública deberá ser publicada y expuesta al público durante su tramitación, 
permitiéndose la presentación de alegaciones, sugerencias y observaciones de forma electrónica, 
bien por correo electrónico, bien con aplicaciones informáticas que permitan realizar comentarios 
sobre el texto expuesto. El trámite de información pública deberá difundirse a través de las redes 
sociales más habituales. 

4. Las obligaciones de transparencia contenidas en este título se entienden sin perjuicio de la 
aplicación de otras disposiciones específicas que prevean un régimen más amplio en materia de 
publicidad. 

5. Toda la información prevista en este título estará disponible en formatos que resulten accesibles 
y comprensibles, conforme a los principios de accesibilidad universal y diseño para todas las 
personas. 

 

 



20.-.De conformidad con lo dispuesto en la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la 

Administración Local de Navarra es competencia propia comarcal: 

 

a) La prestación de servicios administrativos de Secretaría en ayuntamientos de 

menos de 1.000 habitantes. 

b) El tratamiento de residuos a escala supramunicipal 

c) El abastecimiento de agua potable a domicilio y la evacuación y tratamiento 

de aguas residuales. 

d) La promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del 

tiempo libre 

 

Artículo 361 Ley Foral 6/1990 

1. Las comarcas tendrán competencia en materia de: 

a) Servicios sociales de atención primaria a escala supramunicipal, de conformidad con la 

normativa foral sectorial aplicable, y sin perjuicio de las competencias reservadas a los 

municipios por la legislación básica. 

Los municipios que en la actualidad vienen realizando una gestión individual de los Servicios 

Sociales de Base podrán continuar efectuándola, si así lo solicitan, siempre que su población sea 

superior a 10.000 habitantes. 

b) Redes de abastecimiento de agua en alta a escala supramunicipal así como gestión de auxilios 

y ayudas a municipios y concejos para obras del ciclo hidráulico, de conformidad con lo 

dispuesto en la legislación foral y el planeamiento sectorial vigentes en la materia, y sin perjuicio 

de la competencia municipal relativa al abastecimiento domiciliario de agua potable. 

Podrán quedar exentos, si así lo solicitan, los municipios que gestionen de forma individual todo 

el proceso de abastecimiento de agua, tanto en alta como en baja, siempre que no se compartan 

acuíferos o infraestructuras potabilizadoras o redes de conducción con algún otro municipio. 

c) Tratamiento de residuos a escala supramunicipal, en el marco del planeamiento director del 

Gobierno de Navarra. 

En particular, y sin perjuicio de las competencias municipales sobre gestión de los residuos 

sólidos urbanos, podrán llevar a cabo, entre otras, las siguientes actividades: 

1. Valorización de residuos. 

2. Colaboración en la ejecución de los planes y programas de prevención, transporte, disposición 

de rechazos, sellado de vertederos incontrolados y reciclado de los residuos urbanos promovidos 

por el Gobierno de Navarra. 

3. Colaboración en la ejecución de los planes y programas en materia de residuos inertes 

provenientes de las actividades de construcción y demolición, neumáticos, residuos voluminosos 

y residuos de origen animal promovidos por el Gobierno de Navarra. 



4. Gestión y coordinación de la utilización de infraestructuras y equipos de eliminación de 

residuos urbanos. 

5. Medidas de fomento para impulsar y favorecer la recogida selectiva, la reutilización y el 

reciclado de residuos urbanos. 

6. Promoción y planificación de campañas de información y sensibilización ciudadanas en 

materia de residuos urbanos. 

7. Vigilancia y control de la aplicación de la normativa vigente en materia de residuos urbanos. 

d) Ordenación del territorio y urbanismo. De conformidad con la normativa aplicable y sin 

perjuicio de las competencias exclusivas reservadas tanto a los municipios, por la legislación 

básica, como a la Administración de la Comunidad Foral. 

e) Servicios administrativos de secretaría e intervención. 

1.º Servicios administrativos de secretaría e intervención a los ayuntamientos menores de 1.500 

o 3.000 habitantes, respectivamente. 

A tal efecto, la comarca garantizará la prestación en las citadas entidades locales de las 

funciones públicas necesarias previstas en los artículos 234 y siguientes de la presente ley foral 

a través de personal funcionario propio, adscrito al correspondiente servicio de asistencia a los 

municipios y concejos de la comarca, con habilitación conferida por la Administración de la 

Comunidad Foral de Navarra. 

Lo previsto en el apartado anterior sobre la prestación de funciones públicas necesarias en las 

entidades locales de la comarca, no impedirá la asignación a los mencionados puestos de otras 

funciones distintas o complementarias de aquéllas. 

Para la determinación de los ámbitos territoriales de prestación de dichos servicios, se podrá 

tomar como referencia, salvo que concurran motivos notorios de necesidad o conveniencia 

económica o administrativa, el de las agrupaciones de servicios administrativos que estuvieran 

constituidas a la fecha de la entrada en vigor de la Ley Foral de Reforma de la Administración 

Local de Navarra, siempre que concurran los dos requisitos siguientes: 

a) Que se trate de municipios limítrofes integrados en la misma comarca. 

b) Que así lo manifiesten todas las entidades locales implicadas mediante acuerdo del pleno 

adoptado por la mayoría absoluta del número legal de sus miembros. 

No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, podrá existir puesto propio específico de 

secretaría, con habilitación de la Comunidad Foral de Navarra, en aquellos municipios de 

población inferior que así lo decidan mediante acuerdo adoptado por el Pleno por mayoría 

absoluta del número legal de sus miembros, siempre que concurra alguna de las circunstancias 

siguientes: 

- Que se trate de municipios compuestos con puesto propio de secretaría en la fecha de la entrada 

en vigor de la Ley Foral de Reforma de la Administración Local de Navarra, en los que la 

dispersión geográfica de sus núcleos de población aconsejen disponer de puesto de secretaría 

propio. 

- Que su gasto corriente anual en los últimos cinco años haya sido superior a 500.000 euros. 



El mencionado acuerdo habrá de ser remitido al departamento competente en materia de 

administración local en el plazo máximo de dos meses a partir de la entrada en vigor de la Ley 

Foral de Reforma de la Administración Local de Navarra. 

Existirá igualmente puesto propio específico de intervención en aquellos municipios con 

población superior a 2.000 habitantes que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 

Foral 11/2004, de 29 de octubre, para la actualización del régimen local de Navarra, hubieran 

creado dicho puesto de trabajo, siempre que mantengan el mismo en su plantilla orgánica en la 

fecha de la entrada en vigor de la Ley Foral de Reforma de la Administración Local de Navarra. 

2.º Servicios administrativos de secretaría e intervención a los concejos de su término, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 234.2 b) de la presente ley foral. 

21.-Las Mancomunidades de Planificación General 

a) Deberán quedar adscritas, en cada ejercicio presupuestario, a la 

Administración pública que disponga de mayor número de votos en su 

órgano superior de gobierno. 

b) Se constituyen para la coordinación de la prestación de servicios 

de competencia local en los que la legislación aplicable atribuya a 

la Administración de la Comunidad Foral dicha función de forma 

necesaria. 

c) Son una forma de asociación voluntaria entre Mancomunidades, para 

la prestación de servicios y ejecución de obras de su competencia. 

d) Pueden crearse, para fines de interés común, entre administraciones 

públicas de diferente naturaleza o con asociaciones, fundaciones o 

entidades privadas que persigan fines de interés público concurrentes 

con los de las administraciones locales. 

 

 Artículo 213 Ley Foral 6/1990 

  Mancomunidades de planificación general. 

 1. Las entidades locales navarras y la Administración de la Comunidad Foral 

podrán constituirse en mancomunidades de planificación general para la coordinación 

de la prestación de servicios de competencia local en los que la legislación aplicable 

atribuya a aquélla dicha función de forma necesaria. 

 

22.-Los concejos se extinguen: 

  a) Por ser su población inferior a 16 habitantes. 

  b) Cuando no se hayan presentado candidaturas en tres procesos   

  electorales concejiles sucesivos. 

  c) Por petición escrita de la mayoría de los vecinos y vecinas del   

  ayuntamiento al que pertenezca. 



  d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

 

 Artículo 44 Ley Foral 6/1990 

 1. Los concejos se extinguen: 

a) Por petición escrita de la mayoría de los vecinos y vecinas residentes. 

b) Por petición del órgano de gobierno del concejo adoptado por la mayoría de dos 

tercios del número legal de componentes del mismo. 

c) Cuando no se hayan presentado candidaturas en dos procesos electorales concejiles 

sucesivos, sin que a efectos del cómputo se tenga en consideración la celebración de 

elecciones parciales. 

d) Cuando carezcan manifiestamente de recursos económicos, humanos o materiales 

suficientes para el ejercicio de sus competencias y el cumplimiento de los fines que le 

sean propios. 

 

23.-Con carácter general, para ser beneficiario de un aprovechamiento comunal, el 

titular de la unidad familiar debe, entre otros requisitos: 

 

a) Residir efectiva y continuadamente en la entidad titular del 

comunal, al menos durante nueve meses al año. 

b) Hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones fiscales 

con la Hacienda foral. 

c) Tener ingresos inferiores al salario mínimo interprofesional. 

d) Estar inscrito como vecino en el padrón municipal con una antigüedad 

de al menos 8 años. 

 

 “Artículo 142 Ley Foral 6/1990 

1. Con carácter general serán beneficiarias de los aprovechamientos comunales las 

unidades familiares cuyo titular cumpla los siguientes requisitos: 

a) Ser mayor de edad o menor emancipado o judicialmente habilitado. 

b) Estar inscrito como vecino en el padrón municipal con una antigüedad de entre uno y 

seis años. Las entidades locales fijarán por ordenanza este plazo. 



c) Residir efectiva y continuadamente en la entidad titular del comunal, al menos durante 

nueve meses al año. 

d) Hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones fiscales con las entidades 

locales a las que esté vinculado el beneficiario. 

2. Se computarán como miembros de la unidad familiar a todos los que convivan en el 

mismo domicilio. No obstante, se considerará como unidad familiar independiente a la 

formada por los padres jubilados, aun cuando convivan con sus familiares, siempre que 

sus ingresos sean inferiores al salario mínimo interprofesional” 

 

24.-Señale cuál de las siguientes afirmaciones es verdadera: 

  a) La Junta concejil estará en todo caso formada por la Presidencia y  

  cuatro vocales. 

  b) Se constituirá Concejo abierto en los concejos con población de  

  derecho comprendida entre 16 y 50 habitantes. 

  c) El Concejo Abierto estará constituido por el Presidente o Presidenta y  

  por todas las personas residentes en el concejo que se hallen inscritas en  

  el correspondiente padrón municipal en el momento de celebrarse la  

  Asamblea concejil. 

  d) Funcionarán en régimen de Concejo Abierto los municipios con  

  población inferior a cien habitantes 

 

 “Artículo 38 Ley Foral 6/1990 

1. El gobierno y administración de los concejos se realizará por un Presidente y por una 

Junta o Concejo abierto. 

2. El Presidente y los vocales de las Juntas serán elegidos por sistema mayoritario por 

las personas que, como residentes en el Concejo, estén incluidas en el censo electoral 

vigente con derecho de sufragio activo en las elecciones municipales correspondientes al 

Municipio al que el Concejo pertenezca. La fecha de elección coincidirá con la de las 

elecciones municipales. 

Tendrán derecho de sufragio pasivo quienes tuvieren reconocido derecho de sufragio 

activo conforme a lo dispuesto en el apartado anterior  

3. Se constituirá Concejo Abierto en los concejos cuya población sea inferior a 50 

habitantes, o en aquéllos con mayor población que decidan voluntariamente constituirse 

como tales, mediante acuerdo de la Junta adoptado por mayoría absoluta de su número 

legal de miembros con anterioridad a la convocatoria de elecciones concejiles, debiendo 

comunicarse dicha circunstancia a la Administración de la Comunidad Foral. 



El Concejo Abierto deberá dotarse de una Presidencia y estará constituido, además de 

por ésta, por todas las personas residentes en el concejo que se hallen inscritas en el 

correspondiente padrón municipal en el momento de celebrarse las elecciones. 

La Presidencia designará a la persona del Concejo Abierto que le sustituirá en casos de 

ausencia o enfermedad  

4. La Junta estará formada por la Presidencia y por cuatro vocales en los concejos de 

población inferior a 1.000 habitantes, y por la Presidencia y seis vocales en los concejos 

de población igual o superior a 1.000 habitantes. 

La Presidencia designará a la persona de la Junta que haya de sustituirla en casos de 

ausencia o enfermedad  

5. Podrán igualmente dotarse de una Junta aquellos Concejos regidos en régimen de 

Concejo Abierto que así lo decidan mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta 

del número legal de sus miembros con anterioridad a la convocatoria de elecciones 

concejiles, debiendo comunicarse dicha circunstancia a la Administración de la 

Comunidad Foral” 

 Artículo 32 

 1. Funcionarán en régimen de Concejo Abierto los Municipios con población 

inferior a cien habitantes 

25.-Es posible el voto delegado de un concejal en otro 

 

 a) En casos de baja por paternidad 

 b) Tanto en las sesiones del Pleno como en las de las Comisiones 

 Informativas. 

 c) Siempre que el período de delegación de voto no sea, en 

 ningún caso, superior a un año. 

 d) Siempre que el concejal en el que se delegue no ostente más de 

 3 votos delegados. 

 

 “Artículo 86 Ley Foral 6/1990 

1. El voto puede emitirse en sentido afirmativo o negativo, pudiendo los miembros de las 

corporaciones locales abstenerse de votar. 

2. Las votaciones, una vez iniciadas, no pueden interrumpirse, y durante el desarrollo de 

ellas ningún miembro de la corporación podrá incorporarse a la sesión ni abandonarla. 



3. La ausencia de uno o varios concejales, una vez iniciada la deliberación del asunto, 

equivale a la abstención a efectos de la votación correspondiente si no estuviesen 

presentes en el momento de realizarse ésta. 

4. El Pleno del Ayuntamiento podrá aprobar la inclusión en su Reglamento Orgánico de 

los supuestos de delegación de voto de los concejales, de acuerdo con lo siguiente: 

a) La concejala que por razón de su maternidad no pueda asistir a las sesiones podrá 

delegar su voto en otro concejal durante las seis semanas siguientes al parto. 

La baja por paternidad, la lactancia o el embarazo no son causas para el ejercicio del 

voto delegado, salvo el supuesto de embarazo de riesgo debidamente certificado por el 

médico responsable. 

b) El concejal que debido a su hospitalización o por enfermedad grave debidamente 

acreditadas, no pueda asistir a las sesiones podrá delegar su voto en otro concejal. 

c) La acreditación de la baja médica se efectuará mediante la presentación del 

correspondiente certificado médico firmado y con indicación del número de colegiado, 

en el que constará la gravedad de la enfermedad que se padece. 

d) El voto delegado solo será posible en las sesiones plenarias, nunca en comisiones o 

sesiones de trabajo o en otras circunstancias que requieran votación. 

e) Ningún concejal podrá ostentar más de un voto delegado. 

f) El número de votos delegados no podrá superar, bajo ninguna circunstancia, la mitad 

del total de concejales miembros de la Corporación. 

g) El periodo de delegación de voto no podrá ser, en ningún caso, superior a un año”. 

 

 

 

 

 

 

26.-Indique cuál de las siguientes afirmaciones es falsa: 

 

 a) Las Ordenanzas fiscales requieren la publicación integra 

en el Boletín Oficial de Navarra y entrarán en vigor en el ejercicio 

siguiente al de la aprobación, salvo que en las mismas se señale 

otra fecha. 



 b) La aprobación de las Ordenanzas locales requiere 

siempre de mayoría cualificada al tratarse de normas de rango 

reglamentario. 

 c). No será preceptiva la información pública para la 

aprobación de los Reglamentos que afecten a la organización de la 

propia entidad local. 

 d) El acuerdo de aprobación inicial de una Ordenanza 

municipal pasará a ser definitivo en el caso de que no se hubiesen 

formulado reclamaciones, reparos u observaciones. 

 

 “Artículo 262  

 1. Las entidades locales de Navarra tendrán autonomía para establecer y exigir 

tributos de acuerdo con lo que disponga la Ley Foral a que se refieren los artículos 

anteriores. 

 2. La potestad reglamentaria de las entidades locales en materia tributaria se 

ejercerá a través de Ordenanzas fiscales reguladoras de sus tributos propios y de 

Ordenanzas generales de gestión, recaudación e inspección. 

 Las Ordenanzas fiscales requieren la publicación integra en el BOLETÍN 

OFICIAL de Navarra y entrarán en vigor con el ejercicio siguiente al de la aprobación, 

salvo que en las mismas se señale otra fecha”. 

Artículo 324 

1. Las disposiciones generales emanadas de las entidades locales en ejercicio de la 

potestad reglamentaria y en el ámbito de su competencia adoptarán la forma de 

Reglamentos, si tuvieren por objeto regular la organización y funcionamiento de la 

Administración local, y, en otro caso, de Ordenanzas. 

2. Las Ordenanzas y Reglamentos aprobados por las entidades locales se integrarán en 

el ordenamiento jurídico con sujeción al principio de jerarquía normativa, y serán de 

aplicación general en todo el término a que afecten. 

Las normas del Estado y de la Comunidad Foral respetarán, en todo caso, el ejercicio 

de la potestad reglamentaria local en el ámbito de su competencia propia. 

3. Lo establecido en las Ordenanzas y Reglamentos vinculará por igual a los ciudadanos 

y a la entidad local, sin que ésta pueda dispensar individualmente de la observancia de 

los mismos. 

 “Artículo 325 

1. La aprobación de reglamentos y ordenanzas locales se ajustará al siguiente 

procedimiento: 



a) Aprobación inicial por el Pleno de la entidad local. 

b) Información pública, previo anuncio en el BOLETÍN OFICIAL de Navarra y en el 

tablón de anuncios de la entidad del acuerdo de aprobación, por el plazo mínimo de 

treinta días en que los vecinos e interesados legítimos podrán examinar el expediente y 

formular reclamaciones, reparos u observaciones. 

c) Resolución de las reclamaciones, reparos u observaciones presentadas, y aprobación 

definitiva por el órgano a que se ha hecho referencia en el apartado a). 

No obstante, el acuerdo de aprobación inicial pasará a ser definitivo en el caso de que 

no se hubiesen formulado reclamaciones, reparos u observaciones. En este caso, para la 

producción de efectos jurídicos, deberá publicarse tal circunstancia, junto con el texto 

definitivo, en el BOLETÍN OFICIAL de Navarra. 

2. La aprobación de las ordenanzas reguladoras de los aprovechamientos de los bienes 

comunales requerirá la votación favorable de la mayoría absoluta del número legal de 

miembros de la corporación. 

3. Para la modificación de los reglamentos y ordenanzas deberán observarse los mismos 

trámites que para su aprobación. 

4. No será preceptiva la información pública para la aprobación de los Reglamentos que 

afecten a la organización de la propia entidad local. 

Artículo 326 

Las Ordenanzas y Reglamentos aprobados por las entidades locales no producirán 

efectos jurídicos en tanto no haya sido publicado íntegramente su texto en el “Boletín 

Oficial de Navarra” y, excepto en las Ordenanzas fiscales, haya transcurrido el plazo 

establecido para el ejercicio por la Administración del Estado o de la Comunidad Foral 

de la facultad de requerimiento a las entidades locales en orden a la anulación de sus 

actos o acuerdos”. 

 

 

 

27.-De conformidad con lo establecido en la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la 

Administración Local de Navarra será necesario el informe previo del Secretario, y 

en su caso, del Interventor, para la adopción de acuerdos, entre otros, en los 

siguientes casos: 

 

a) Siempre que lo solicite una cuarta parte de los miembros que integren la 

corporación con antelación suficiente a la celebración de la sesión en que 

hubieren de tratarse. 



b) Cuando se refieran a materias para las que se exija una mayoría especial. 

c) En todo caso, pues todo acuerdo ha de adoptarse previo Informe de Secretaría 

y/o Intervención. 

d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta. 

  

 “Artículo 322 Ley Foral 6/1990 

1. Será necesario el informe previo del Secretario, y en su caso, del Interventor o de 

quienes legalmente les sustituyan, para la adopción de acuerdos en los siguientes casos: 

a) Cuando se refieran a materias para las que se exija una mayoría especial. 

b) Siempre que lo ordene el Presidente de la Corporación o lo solicite un tercio de los 

miembros que la integren con antelación suficiente a la celebración de la sesión en que 

hubieren de tratarse. 

c) En los demás supuestos en que lo establezca la legislación de régimen local y, en su 

caso, la legislación sectorial. 

2. Los informes preceptivos a que se hace mención en el número anterior se emitirán por 

escrito, con expresión de la legislación en cada caso aplicable y la adecuación de las 

propuestas de acuerdo a la misma. 

3. Los acuerdos para el ejercicio de las acciones necesarias para la defensa de los bienes 

de las entidades locales, así como para allanarse a las demandas judiciales o transigir 

sobre los mismos, deberán adoptarse previo dictamen del Secretario, de la Asesoría 

Jurídica, en su caso, o de un Letrado” 

 

 

 

 

28.Se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de 

miembros de las corporaciones locales para la adopción de acuerdos en la siguiente 

materia: 

 a) Enajenación de bienes, cuando su cuantía exceda del 10 por ciento de los 

 recursos ordinarios de su presupuesto. 

 b) Nombramiento de los tenientes de alcalde. 

 c) Imposición de sanciones de cuantía superior a 5.000 euros. 

 d) Modificación del reglamento orgánico. 



 

Artículo 47 Ley Bases Régimen Local  

1. Los acuerdos de las corporaciones locales se adoptan, como regla general, por 

mayoría simple de los miembros presentes. Existe mayoría simple cuando los votos 

afirmativos son más que los negativos. 

2. Se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de 

las corporaciones para la adopción de acuerdos en las siguientes materias: 

a) Creación y supresión de municipios y alteración de términos municipales. 

b) Creación, modificación y supresión de las entidades a que se refiere el artículo 45 de 

esta ley. 

c) Aprobación de la delimitación del término municipal. 

d) Alteración del nombre y de la capitalidad del municipio. 

e) Adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo. 

f) Aprobación y modificación del reglamento orgánico propio de la corporación. 

g) Creación, modificación o disolución de mancomunidades u otras organizaciones 

asociativas, así como la adhesión a las mismas y la aprobación y modificación de sus 

estatutos. 

h) Transferencia de funciones o actividades a otras Administraciones públicas, así como 

la aceptación de las delegaciones o encomiendas de gestión realizadas por otras 

administraciones, salvo que por ley se impongan obligatoriamente. 

i) Cesión por cualquier título del aprovechamiento de los bienes comunales. 

j) Concesión de bienes o servicios por más de cinco años, siempre que su cuantía exceda 

del 20 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto. 

k) Municipalización o provincialización de actividades en régimen de monopolio y 

aprobación de la forma concreta de gestión del servicio correspondiente. 

l) Aprobaciones de operaciones financieras o de crédito y concesiones de quitas o 

esperas, cuando su importe supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios de su 

presupuesto, así como las operaciones de crédito previstas en el artículo 158.5 de la Ley 

39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales. 

ll) Los acuerdos que corresponda adoptar a la corporación en la tramitación de los 

instrumentos de planeamiento general previstos en la legislación urbanística. 

m) Enajenación de bienes, cuando su cuantía exceda del 20 por ciento de los recursos 

ordinarios de su presupuesto. 



n) Alteración de la calificación jurídica de los bienes demaniales o comunales. 

ñ) Cesión gratuita de bienes a otras Administraciones o instituciones públicas. 

o) Las restantes determinadas por la ley. 

3. Las normas relativas a adopción de acuerdos en los municipios señalados en el 

artículo 121 de esta ley, son las contenidas en el apartado 2 del artículo 123. 

 

 

29.-Es competencia del Pleno: 

 

 

 a) La aprobación de  los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos  

     de  urbanización. 

a) La aprobación de la plantilla del personal  

b) La aprobación de la oferta pública de empleo. 

c) El otorgamiento de licencias de actividades insalubres, nocivas o peligrosas 

para la salud. 

 

 Artículo 22 LRBRL 

1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde. 

2. Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea 

vecinal en el régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones: 

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno. 

b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; 

alteración del término municipal; creación o supresión de municipios y de las entidades 

a que se refiere el artículo 45; creación de órganos desconcentrados; alteración de la 

capitalidad del municipio y el cambio de nombre de éste o de aquellas entidades y la 

adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo. 

c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la 

tramitación municipal de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la 

legislación urbanística, así como los convenios que tengan por objeto la alteración de 

cualesquiera de dichos instrumentos. 

d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas. 

e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y 

modificación de los presupuestos, y la disposición de gastos en materia de su 



competencia y la aprobación de las cuentas ; todo ello de acuerdo con lo dispuesto en la 

Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de 

municipalización. 

g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones 

públicas. 

h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás 

Administraciones públicas. 

i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la 

fijación de la cuantía de las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los 

funcionarios y el número y régimen del personal eventual. 

j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en 

materias de competencia plenaria. 

k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento. 

l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público. 

m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de 

cada ejercicio económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del 

Presupuesto -salvo las de tesorería, que le corresponderán cuando el importe acumulado 

de las operaciones vivas en cada momento supere el 15 por ciento de los ingresos 

corrientes liquidados en el ejercicio anterior- todo ello de conformidad con lo dispuesto 

en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

n) (Derogada) 

ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su 

contratación o concesión, y cuando aún no estén previstos en los presupuestos. 

o) (Derogada) 

p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría 

especial. 

q) Las demás que expresamente le confieran las leyes. 

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde 

y sobre la cuestión de confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se 

realizarán mediante llamamiento nominal en todo caso, y se rigen por lo dispuesto en la 

legislación electoral general. 

4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de 

Gobierno Local, salvo las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), 

h), i), l) y p), y en el apartado 3 de este artículo. 



30.-Todos los municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes: 

  a) Instalaciones deportivas de uso público 

  b) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la  

  atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social, 

  c) Acceso a los núcleos de población 

  d) Medio ambiente urbano 

 

Artículo 26 LRBRL 

1. Los Municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes: 

a) En todos los Municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, 

limpieza viaria, abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a 

los núcleos de población y pavimentación de las vías públicas. 

b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: parque público, 

biblioteca pública y tratamiento de residuos. 

c) En los Municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: protección 

civil, evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención inmediata 

a personas en situación o riesgo de exclusión social, prevención y extinción de incendios 

e instalaciones deportivas de uso público. 

d) En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: transporte 

colectivo urbano de viajeros y medio ambiente urbano. 

2. En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación 

provincial o entidad equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes 

servicios: 

a) Recogida y tratamiento de residuos. 

b) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de aguas 

residuales. 

c) Limpieza viaria. 

d) Acceso a los núcleos de población. 

e) Pavimentación de vías urbanas. 

f) Alumbrado público. 



31. Según el Art. 3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, la respuesta CORRECTA es: "Las 
Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses 
generales y actúan de acuerdo con los principios de: 
 
     a)Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y colaboración. 

b) Eficacia, jerarquía, descentralización, y cooperación. 
c) Eficacia, jerarquía, descentralización, concentración y coordinación, 

     d)Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación. 

Artículo 3. Principios generales. 

1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y 

actúan de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, 

desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Constitución, a la Ley 

y al Derecho. 

32. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, señale cuál es 
la respuesta INCORRECTA respecto a las Encomiendas de gestión: 

a) La realización de actividades de carácter material o técnico de la 
competencia de los órganos administrativos o de las Entidades de Derecho 
Público solo podrá ser encomendada a otros órganos de la misma 
Administración. 

b) Las encomiendas de gestión no podrán tener por objeto prestaciones propias de 
los contratos regulados en la legislación de contratos del sector público. 

c)  La encomienda de gestión no supone cesión de la titularidad de la competencia 
ni de los elementos sustantivos de su ejercicio. 

d) En todo caso, la Entidad u órgano encomendado tendrá la condición de 

encargado del tratamiento de los datos de carácter personal a los que pudiera 

tener acceso en ejecución de la encomienda de gestión. 

Artículo 11. Encomiendas de gestión. 

1. La realización de actividades de carácter material o técnico de la competencia 

de los órganos administrativos o de las Entidades de Derecho Público podrá ser 

encomendada a otros órganos o Entidades de Derecho Público de la misma o de 

distinta Administración, siempre que entre sus competencias estén esas actividades, 

por razones de eficacia o cuando no se posean los medios técnicos idóneos para su 

desempeño. 

Las encomiendas de gestión no podrán tener por objeto prestaciones propias de 

los contratos regulados en la legislación de contratos del sector público. En tal caso, 

su naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo previsto en ésta. 

2. La encomienda de gestión no supone cesión de la titularidad de la competencia 

ni de los elementos sustantivos de su ejercicio, siendo responsabilidad del órgano o 

Entidad encomendante dictar cuantos actos o resoluciones de carácter jurídico den 

soporte o en los que se integre la concreta actividad material objeto de encomienda. 

En todo caso, la Entidad u órgano encomendado tendrá la condición de encargado 

del tratamiento de los datos de carácter personal a los que pudiera tener acceso en 

ejecución de la encomienda de gestión, siéndole de aplicación lo dispuesto en la 

normativa de protección de datos de carácter personal 

 



 

 
33. De conformidad con lo dispuesto en el Art. 30 de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, si las leyes no fijan 
los plazos de prescripción: 

a) Las infracciones muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los 
tres años y las leves al año. 

b) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos 
años y las leves al año. 

c) Las infracciones muy graves prescribirán a los cuatro años, las graves a los 
dos años y las leves a los seis meses. 

d) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a 
los dos años y las leves a los seis meses. 
 
 

Artículo 30. Prescripción. 

1. Las infracciones y sanciones prescribirán según lo dispuesto en las leyes que 

las establezcan. Si éstas no fijan plazos de prescripción, las infracciones muy graves 

prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses; 

las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las 

impuestas por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año. 

     34. La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
establece en el artículo 14.3 respecto a los conflictos de atribuciones que: 

a) Podrán suscitarse entre órganos de diferentes administraciones. 
b) Sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma administración 

relacionados jerárquicamente. 
c) Sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma Administración no 

relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que haya 
finalizado el procedimiento administrativo. 

d) Sólo podrán suscitarse entre órganos de una misma Administración 
no relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre los que 
no haya finalizado el procedimiento administrativo.  

Artículo 14. Decisiones sobre competencia. 

1. El órgano administrativo que se estime incompetente para la resolución de un 

asunto remitirá directamente las actuaciones al órgano que considere competente, 

debiendo notificar esta circunstancia a los interesados. 

2. Los interesados que sean parte en el procedimiento podrán dirigirse al órgano 

que se encuentre conociendo de un asunto para que decline su competencia y remita 

las actuaciones al órgano competente. 

Asimismo, podrán dirigirse al órgano que estimen competente para que requiera 

de inhibición al que esté conociendo del asunto. 

3. Los conflictos de atribuciones sólo podrán suscitarse entre órganos de una 

misma Administración no relacionados jerárquicamente, y respecto a asuntos sobre 

los que no haya finalizado el procedimiento administrativo. 



 

35. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 40/2015, de 
1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público señale cuál es la 
respuesta INCORRECTA respecto a la sede electrónica.   

a) El establecimiento de una sede electrónica conlleva la responsabilidad 
del titular respecto de la integridad y la veracidad de la información 
pero no respecto a la actualización de la misma. 

b) Cada Administración Pública determinará las condiciones e instrumentos de 
creación de las sedes electrónicas, con sujeción a los principios de 
transparencia, publicidad, responsabilidad, calidad, seguridad, 
disponibilidad, accesibilidad, neutralidad e interoperabilidad. 

c) En todo caso deberá garantizarse la identificación del órgano titular de la 
sede, así como los medios disponibles para la formulación de sugerencias 
y quejas. 

d) Las sedes electrónicas dispondrán de sistemas que permitan el 
establecimiento de comunicaciones seguras siempre que sean necesarias. 

 

Artículo 38. La sede electrónica. 

1. La sede electrónica es aquella dirección electrónica, disponible para los 

ciudadanos a través de redes de telecomunicaciones, cuya titularidad corresponde a 

una Administración Pública, o bien a una o varios organismos públicos o entidades 

de Derecho Público en el ejercicio de sus competencias. 

2. El establecimiento de una sede electrónica conlleva la responsabilidad del 

titular respecto de la integridad, veracidad y actualización de la información y los 

servicios a los que pueda accederse a través de la misma. 

3. Cada Administración Pública determinará las condiciones e instrumentos de 

creación de las sedes electrónicas, con sujeción a los principios de transparencia, 

publicidad, responsabilidad, calidad, seguridad, disponibilidad, accesibilidad, 

neutralidad e interoperabilidad. En todo caso deberá garantizarse la identificación del 

órgano titular de la sede, así como los medios disponibles para la formulación de 

sugerencias y quejas. 

4. Las sedes electrónicas dispondrán de sistemas que permitan el establecimiento 

de comunicaciones seguras siempre que sean necesarias. 

 
36.-. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, pondrán fin al 
procedimiento administrativo: 
 

a) La resolución. 
b) El desistimiento. 
c) La declaración de caducidad. 
d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

Artículo 84. Terminación. 

1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al 

derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el 

ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 



2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material 

de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser 

motivada en todo caso. 

 
37.- Señale cuál es la respuesta INCORRECTA según la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, en relación con la motivación de los actos 
administrativos: 
 

a) Serán motivados los actos que se separen del criterio seguido en 
actuaciones precedentes o del dictamen de órganos consultivos. 

b) Serán motivados los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera 
que sea el motivo de ésta, salvo la adopción de medidas 
provisionales. 

c) Serán motivados los acuerdos de ampliación de plazos. 
d)  Serán motivados los actos que resuelvan procedimientos de 

responsabilidad patrimonial. 
 

Artículo 35. Motivación. 

1. Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho: 

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos. 

b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones 

o actos administrativos, recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los 

que declaren su inadmisión. 

c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del 

dictamen de órganos consultivos. 

d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de 

ésta, así como la adopción de medidas provisionales previstas en el 

artículo 56. 

e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de 

plazos y de realización de actuaciones complementarias. 

f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados. 

g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad 

material de continuarlo por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el 

desistimiento por la Administración en procedimientos iniciados de oficio. 

h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, 

así como los actos que resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de 

responsabilidad patrimonial. 

i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como 

los que deban serlo en virtud de disposición legal o reglamentaria expresa. 

 
 
38.-. Los interesados podrán alegar los defectos de tramitación que supongan 
infracción de los plazos preceptivamente señalados: 



 

a) En todo momento. 
b) En cualquier momento anterior al trámite de audiencia. 
c) En el plazo de dos meses desde que se produzca la infracción. 
d) En el trámite de audiencia. 
 

Artículo 76. Alegaciones. 

1. Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al 

trámite de audiencia, aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de 

juicio. 

Unos y otros serán tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la 

correspondiente propuesta de resolución. 

2. En todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, 

en especial, los que supongan paralización, infracción de los plazos preceptivamente 

señalados o la omisión de trámites que pueden ser subsanados antes de la resolución 

definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere razones para 

ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria. 

 

 

 

 

39.-. De acuerdo con la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en la tramitación 
de urgencia de un procedimiento, no se pueden reducir los plazos 
previstos para: 
 

a)  Presentar alegaciones. 
b)  Proponer prueba. 
c)  Practicar prueba.  
d)  Presentación de solicitudes.  

Artículo 33. Tramitación de urgencia. 

1. Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, de oficio o 

a petición del interesado, la aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, 

por la cual se reducirán a la mitad los plazos establecidos para el procedimiento 

ordinario, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos. 

2. No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la 

tramitación de urgencia al procedimiento, sin perjuicio del procedente contra la 

resolución que ponga fin al procedimiento. 

 
 
 

40.-.- De conformidad con el Estatuto de Personal al Servicio de las 
Administraciones Públicas de Navarra, los funcionarios al servicio de las 
Administraciones Públicas de Navarra, que se hallaren en situación de 
excedencia voluntaria 

 



a) No podrán solicitar su reincorporación al servicio activo hasta que hayan 
permanecido 18 meses en dicha situación. 
b)  Conservarán el nivel, grado y antigüedad adquiridos, pero no 
devengarán derechos económicos ni les será computado a ningún 
efecto el tiempo de permanencia en tal situación. 
c)  Una vez acordada la reincorporación, ésta deberá llevarse a cabo en el 
plazo de quince días. De no hacerlo así, el funcionario perderá su condición 
de tal. 
d)  Todas las respuestas anteriores son incorrectas.  

Artículo 26  

1. Procederá declarar la excedencia voluntaria, a petición del funcionario, en los siguientes casos: 

a) Cuando pase a prestar servicios en otra Administración Pública o entidad con personalidad 

jurídica propia dependiente de una Administración distinta de aquella a la que pertenezca, así como 

cuando se encuentre prestando servicios con carácter fijo en otra Administración Pública en el 

momento de la toma de posesión. 

Asimismo, el personal funcionario que obtenga otro puesto de trabajo diferente, de igual o distinto 

nivel, dentro de la misma Administración Pública, a excepción de aquellos que constituyan jefatura o 

dirección de unidad orgánica, deberá optar por uno de ellos y podrá solicitar la declaración de 

excedencia voluntaria en el otro puesto de trabajo.  

b) Para desempeñar cargos directivos en partidos políticos u organizaciones sindicales o 

profesionales que sean incompatibles con el ejercicio de la función pública. 

c) Por interés particular del funcionario, con reserva de la plaza de origen durante los primeros 

dieciocho meses, siempre que lo permitan las necesidades del servicio y que el interesado acredite 

haber permanecido en servicio activo o situación asimilada, como mínimo, durante los dos años 

inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud.  

2. La excedencia voluntaria se entenderá concedida, en todo caso, por tiempo indefinido. 

3. Salvo en caso de necesidad debidamente justificada, los funcionarios en situación de excedencia 

voluntaria no podrán solicitar su reincorporación al servicio activo hasta que hayan cumplido un año 

en dicha situación. Una vez acordada la reincorporación, ésta deberá llevarse a cabo en el plazo de 

un mes. De no hacerlo así, el funcionario perderá su condición de tal. 

4. Los funcionarios en situación de excedencia voluntaria conservarán el nivel, grado y antigüedad 

adquiridos, pero no devengarán derechos económicos ni les será computado a ningún efecto el 

tiempo de permanencia en tal situación. 

 
 

 



41.- De conformidad con el Estatuto de Personal al servicio de las 
Administraciones Públicas de Navarra, el premio de antigüedad que 
percibirá el personal funcionario: 

 
a) Consistirá en un porcentaje no acumulativo del sueldo inicial del 
nivel E que se abonará por quinquenios vencidos. 
b) Consistirá en un porcentaje no acumulativo del nivel E que se abonará 
por trienios vencidos. 
c) Consistirá en un porcentaje no acumulativo del sueldo inicial percibido 
por el funcionario que se abonará por quinquenios vencidos. 
d) Consistirá en un porcentaje no acumulativo del sueldo inicial percibido 
por el funcionario que se abonará por trienios vencidos. 
 

Artículo 43 

El premio por antigüedad consistirá en un porcentaje no acumulativo del sueldo inicial del nivel E 

que se abonará por quinquenios vencidos, 

 
 
 

42.Según el Decreto Foral Legislativo 251/1993, de 30 de agosto, por el que 
se aprueba el Texto Refundido del Estatuto del Personal al Servicio de las 
Administraciones Públicas de Navarra, el funcionario que se halle pendiente 
de adscripción a un puesto de trabajo concreto por cese en el anterior o 
como consecuencia de una reordenación de servicios, se halla en situación 
de: 

 
a) Servicio activo. 
b) Servicios especiales. 
c) Suspensión de funciones. 
d) Excedencia forzosa. 

 

      Artículo 23  

1. Los funcionarios se hallarán en situación de servicio activo: 

a) Cuando ocupen plaza correspondiente a funcionarios públicos en la plantilla orgánica de la 

Administración Pública respectiva o en la de los organismos públicos dependientes de la misma. 

b) Cuando se hallen pendientes de adscripción a un puesto de trabajo concreto por cese en el 

anterior o como consecuencia de una reordenación de servicios. 

c) Cuando se les confiera una comisión de servicios de carácter temporal en cualquiera de las 

Administraciones u organismos públicos para realizar una actividad o misión durante un plazo 

determinado. 



 

 

43.-  Las condiciones establecidas en la autorización ambiental integrada podrán ser 

modificadas de oficio cuando (SEÑALE LA RESPUESTA INCORRECTA): 

a) Como consecuencia de importantes cambios en las mejores técnicas disponibles, 

resulte posible reducir significativamente las emisiones, con independencia de los 

costes.  

b) La contaminación producida por la instalación haga conveniente la revisión de los 

valores límite de emisión o de otras condiciones de la autorización. 

c) La seguridad de funcionamiento del proceso o actividad haga necesario emplear otras 

técnicas. 

d) Así lo exija la legislación vigente que sea de aplicación a la instalación. 

 

Respuesta correcta: A 

FUNDAMENTO: Art 14 LF IPA 

 

Artículo 14. Modificación de la autorización. 

1. Las condiciones establecidas en la autorización ambiental integrada podrán ser 

modificadas de oficio cuando: 

a) La contaminación producida por la instalación haga conveniente la revisión de los 

valores límite de emisión o de otras condiciones de la autorización. 

b) Como consecuencia de importantes cambios en las mejores técnicas disponibles, 

resulte posible reducir significativamente las emisiones, sin imponer costes excesivos; 

c) La seguridad de funcionamiento del proceso o actividad haga necesario emplear otras 

técnicas. 

d) Se estime que existen circunstancias sobrevenidas que exigen la revisión de las 

condiciones de la autorización. Cuando la modificación se refiera a las condiciones del 

vertido a dominio público hidráulico deberá solicitarse al organismo de cuenca un 

nuevo informe vinculante sobre las condiciones del vertido. 

e) Así lo exija la legislación vigente que sea de aplicación a la instalación. 

2. Las modificaciones de la autorización por las causas citadas no darán derecho a 

indemnización. 

 



44. De conformidad con lo establecido en el artículo 55 de la Ley Foral 4/2005, de 
22 de marzo, de Intervención para la Protección Ambiental, en el procedimiento 
de concesión de las licencias de actividad clasificada con previo informe del 
Departamento con competencias en medio ambiente, el citado informe: 

 
a) Es potestativo y no vinculante  para la autoridad municipal y esta deberá 

justificar, en su caso, porque se aparta del informe emitido. 
b) Es potestativo, pero una vez solicitado es vinculante  para la autoridad 

municipal. 
c) Será vinculante para la autoridad municipal siempre.  
d) Será vinculante para la autoridad municipal cuando suponga la 

denegación de la licencia de actividad o la imposición de medidas 
correctoras adicionales. 

 

 

Artículo 55. Tramitación. 

1. Salvo que proceda la denegación expresa de la licencia por razones de competencia municipal, 

basadas en el planeamiento urbanístico o en las Ordenanzas Municipales, el Alcalde someterá la 

solicitud a exposición pública en el BOLETÍN OFICIAL de Navarra durante un plazo de quince 

días. Asimismo, la solicitud será notificada personalmente a los vecinos inmediatos al lugar donde 

haya de emplazarse, al objeto de que puedan presentarse alegaciones por quienes se consideren 

afectados. En los Municipios compuestos se notificará, asimismo, a los Concejos 

correspondientes. A la vista de las alegaciones presentadas, el Alcalde emitirá un informe 

razonado sobre el establecimiento de la mencionada actividad y remitirá el expediente al 

Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda. 

2. El Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda requerirá un informe 

preceptivo y vinculante de los órganos de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra 

que sean competentes por razón de la materia en el caso de actividades que presenten riesgos 

para la salud de las personas o para la seguridad e integridad de las personas o de los bienes y 

se determinen reglamentariamente. 

3. A la vista de la documentación y de las alegaciones presentadas y, en su caso, de los informes a 

que se refiere el apartado anterior, el Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio 

y Vivienda emitirá, con carácter previo a la resolución municipal, un informe sobre el proyecto de 

implantación, explotación, traslado o modificación sustancial de la actividad clasificada. 

4. El informe incluirá las condiciones relativas a la producción o gestión de residuos, de emisiones 

a la atmósfera, de vertidos a colectores y demás condiciones ambientales sectoriales que sean 

exigibles. 

5. El informe será vinculante para la autoridad municipal cuando suponga la denegación de la 

licencia de actividad o la imposición de medidas correctoras adicionales. 

 



45.- Cuando se haya iniciado un procedimiento sancionador por cualquiera de las 

infracciones tipificadas en la Ley Foral de Intervención para la Protección 

Ambiental, el órgano competente para imponer la sanción podrá acordar, entre 

otras, alguna o algunas de las siguientes medidas provisionales: 

 

a) Precintado de aparatos o equipos. 

b) Clausura temporal, parcial o total, de las instalaciones. 

c) Parada de las instalaciones y suspensión de las actividades. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

Respuesta correcta: D 

FUNDAMENTO: Art 83 LF IPA 

Artículo 83. Medidas de carácter provisional. 

Cuando se haya iniciado un procedimiento sancionador por cualquiera de las 

infracciones tipificadas en esta Ley Foral, el órgano competente para imponer la sanción 

podrá acordar, entre otras, alguna o algunas de las siguientes medidas provisionales: 

a) Medidas de corrección, seguridad o control que impidan la continuidad en la 

producción del riesgo o daño. 

b) Precintado de aparatos o equipos. 

c) Clausura temporal, parcial o total, de las instalaciones. 

d) Parada de las instalaciones. 

e) Suspensión de las actividades. 

 

 

 

 

 

TEMA 13 LEY FORAL HACIENDAS LOCALES DE NAVARRA 

 



46) En virtud del artículo 5 de la Ley Foral de Haciendas Locales los recursos de las 

entidades locales de Navarra serán los siguientes: 

a) Recursos tributarios y no tributarios. 

b)  Participación en los tributos del Estado y de Navarra. 

c) Subvenciones y operaciones de crédito. 

d) Todas las respuestas son correctas. 

 

Respuesta correcta: D 

FUNDAMENTO: Art 5 LFHL 

Artículo 5  

1. Los recursos de las entidades locales de Navarra serán los siguientes: 

a) Recursos no tributarios: 

1. Ingresos de propios o de derecho privado. 

2. Aprovechamientos comunales. 

3. Precios públicos. 

4. Cuotas de urbanización. 

5. Multas. 

6. Otras prestaciones. 

7. Demás ingresos de derecho público. 

b) Tributos: 

1. Tasas. 

2. Contribuciones especiales. 

3. Impuestos. 

c) Participación en los tributos del Estado. 

d) Participación en los tributos de Navarra. 

e) Subvenciones. 

f) Operaciones de crédito. 



2. Para la cobranza de los tributos y demás cantidades que como ingresos de derecho 

público deban percibir las entidades locales de Navarra, éstas ostentarán las mismas 

prerrogativas que la Hacienda Pública de Navarra. 

 

47) En relación a las Ordenanzas Fiscales la Ley Foral de Haciendas Locales 

establece que (SEÑALE LA RESPUESTA INCORRECTA): 

 

a) Los acuerdos de modificación de dichas ordenanzas deberán contener la nueva 

redacción de las normas afectadas y las fechas de su aprobación y del comienzo de su 

aplicación. 

b) La aprobación de las ordenanzas fiscales y de sus modificaciones se anunciará en el 

“Boletín Oficial de Navarra” y su contenido se notificará al Registro de Ordenanzas 

Fiscales, que tendrá carácter público, sin perjuicio de su publicación íntegra o parcial en 

el “Boletín Oficial de Navarra”. 

c) Las entidades locales de Navarra no están obligadas a expedir copias de las 

ordenanzas fiscales vigentes a quienes las demanden. 

d) Las ordenanzas regirán durante el plazo previsto en las mismas. De no fijarse plazo se 

entenderán de duración indefinida. 

 

Respuesta correcta: C 

FUNDAMENTO: Arts 13 y 14 LF HL 

 

Artículo 13  

1. Las ordenanzas se elaborarán de acuerdo con las disposiciones contenidas en la 

sección 3.ª del capítulo primero del título noveno de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, 

de la Administración Local de Navarra, con las peculiaridades que se señalan en los 

números siguientes. 

2. Las ordenanzas fiscales deberán contener, al menos: 

a) La determinación del hecho imponible, sujeto pasivo, responsables, exenciones, 

reducciones y bonificaciones, base imponible y liquidable, tipo de gravamen o cuota 

tributaria, periodo impositivo y devengo. 

b) Los regímenes de declaración y de ingresos. 

c) Las fechas de su aprobación y del comienzo de su aplicación. 

3. Los acuerdos de aprobación de las ordenanzas fiscales deberán adoptarse 

simultáneamente a los de imposición de los respectivos tributos. 

4. Los acuerdos de modificación de dichas ordenanzas deberán contener la nueva 

redacción de las normas afectadas y las fechas de su aprobación y del comienzo de su 

aplicación. 

5. La aprobación de las ordenanzas fiscales y de sus modificaciones se anunciará en el 

“Boletín Oficial de Navarra” y su contenido se notificará al Registro de Ordenanzas 



Fiscales, que tendrá carácter público, sin perjuicio de su publicación íntegra o parcial en 

el “Boletín Oficial de Navarra” . 

Artículo 14  

1. Las entidades locales de Navarra están obligadas a expedir copias de las ordenanzas 

fiscales vigentes a quienes las demanden. 

2. Las ordenanzas regirán durante el plazo previsto en las mismas. De no fijarse plazo se 

entenderán de duración indefinida. 

 

48) En virtud del artículo 16 de la Ley Foral de las Haciendas Locales los créditos y 

deudas en favor de las entidades locales se extinguen (SEÑALE LA RESPUESTA 

INCORRECTA): 

 

a) Por su pago o cumplimiento. 

b) Por prescripción. 

c) Por insolvencia probada. 

d) Por condonación. 

 

Respuesta correcta: D 

FUNDAMENTO: ART 16 

Artículo 16 

Los créditos y deudas en favor de las entidades locales se extinguen: 

a) Por su pago o cumplimiento. 

b) Por prescripción. 

c) Por insolvencia probada. 

d) Por compensación. 

 

49) En relación al artículo 53 de la Ley Foral de Haciendas Locales (SEÑALE LA 

RESPUESTA CORRECTA): 

 

a)  Las entidades locales de Navarra podrán imponer la prestación personal, 

también conocida por auzalán, auzolán o artelán, y la de transporte para la 

construcción, conservación y mejora de caminos vecinales y rurales y, en general, 

para la realización de obras de su competencia. 

b)  Las prestaciones personal y de transporte son incompatibles entre sí. 

c) La falta de concurrencia a la prestación, sin la previa redención, obligará en todo caso 

al pago del importe de ésta pero no conllevará sanción, recargo ni intereses de demora. 



d) Las entidades locales tendrán en cuenta para fijar los periodos de la prestación que 

éstos no coincidan con las fiestas patronales de la localidad. 

 

Respuesta correcta: A 

FUNDAMENTO: ART 53 

Artículo 53  

1. Las entidades locales de Navarra podrán imponer la prestación personal, también 

conocida por auzalán, auzolán o artelán, y la de transporte para la construcción, 

conservación y mejora de caminos vecinales y rurales y, en general, para la realización 

de obras de su competencia. 

2. Las prestaciones personal y de transporte son compatibles entre sí, pudiendo ser 

aplicables simultáneamente, de forma que, cuando se dé dicha simultaneidad, los 

obligados a la de transporte podrán realizar la personal con sus mismos elementos de 

transporte. 

3. La falta de concurrencia a la prestación, sin la previa redención, obligará, salvo caso 

de fuerza mayor, al pago del importe de ésta más una sanción de la misma cuantía, 

exigiéndose ambos conceptos, en caso de impago en el plazo concedido al efecto, por la 

vía de apremio. 

4. Las entidades locales tendrán en cuenta para fijar los periodos de la prestación que 

éstos no coincidan con la época de mayor actividad laboral en el término municipal o 

concejil. 

5. La imposición y la ordenación de las prestaciones a que se refiere este artículo se 

regularán en la correspondiente ordenanza. 

 

 

 

50) El ejercicio de la función interventora recogida en el artículo 244 de la Ley Foral 

de Haciendas Locales comprenderá (SEÑALE LA RESPUESTA CORRECTA): 

a) La intervención a posteriori de todo acto, documento o expediente susceptible de 

producir derechos u obligaciones de contenido económico o movimiento de fondos o 

valores. 

b) La intervención y comprobación material de las inversiones y de la aplicación de 

las subvenciones. 

c) La intervención material de la ordenación del pago. 

d) La intervención formal del pago. 



 

Respuesta correcta: B 

Fundamento: artículo 244 

 

Artículo 244  

1. La función interventora tendrá por objeto fiscalizar todos los actos de las entidades 

locales y de sus organismos autónomos que den lugar al reconocimiento y liquidación 

de derechos y obligaciones o gastos de contenido económico, los cobros y pagos que de 

aquellos se deriven y la recaudación, inversión y aplicación, en general, de los caudales 

públicos administrados, con el fin de que la gestión se ajuste a las disposiciones 

aplicables en cada caso. 

2. El ejercicio de la expresada función comprenderá: 

a) La intervención crítica o previa de todo acto, documento o expediente susceptible de 

producir derechos u obligaciones de contenido económico o movimiento de fondos o 

valores. 

b) La intervención formal de la ordenación del pago. 

c) La intervención material del pago. 

d) La intervención y comprobación material de las inversiones y de la aplicación de las 

subvenciones . 
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